
 Revista Aragonesa de Administración Pública
8 ISSN 2341-2135, núm. 47-48, Zaragoza, 2016, pp. 8-44

SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA Y 
MODIFICACIÓN O SUPRESIÓN DE LAS TÉCNICAS 

DE LIMITACIÓN O INTERVENCIÓN (*) (**)

Joan Manuel TrayTer JiMénez

SUMARIO: I. EL PUNTO DE PARTIDA: LAS TRADICIONALES POTESTADES DE 
LIMITACIÓN: SU EXAGERADA PROLIFERACIÓN EN NUESTRO ORDENAMIENTO, NO 
SIEMPRE BASADA EN RAZONES DE INTERÉS GENERAL.– II. LA RECONSTRUCCIÓN 
DEL SISTEMA.– III. DETERMINACIONES CONCEPTUALES. QUÉ SON Y CÓMO FUNCIO-
NAN LA COMUNICACIÓN Y LA DECLARACIÓN RESPONSABLE.– IV. LOS PRINCIPIOS 
SOBRE LOS QUE SE SUSTENTAN LAS TÉCNICAS DE LIMITACIÓN COMO MANDATO AL 
LEGISLADOR Y COMO LÍMITES Y CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN AL APLICADOR DE LA 
NORMA. V- EJEMPLOS DE MALA PRAXIS: LAS RÉMORAS DEL PASADO: 1. La exigencia 
en la presentación de la declaración responsable y la comunicación previa de un gran 
número de documentos, estableciendo controles o requisitos previos a su formalización 
que desnaturalizan esas figuras. 2. El carácter diferido de los efectos de la presentación 
de la declaración responsable y la comunicación. La inscripción en registros. 3. La pre-
visión de suspensión o cese de la actividad por falta de documentación.– VI. ¿PUEDE 
APLICARSE EL INSTITUTO DE LA RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN POR 
DAÑOS?: 1. La problemática que se plantea. 2. Los supuestos indemnizatorios. La 
inactividad administrativa. Los planes de inspección. VII. BIBLIOGRAFÍA.

RESUMEN: Este trabajo analiza las recientes normas de simplificación administrativa 
referidas, particularmente, a la modificación o supresión de las técnicas de limitación 
o intervención en la actividad económica, la libre circulación de mercancías y la libre 
prestación de servicios. Intenta hacer un marco general a la luz de las distintas nor-
mas. El punto de partida es la necesaria reducción de las licencias o autorizaciones a 
estrictas razones de interés general. A partir de ahí, se analizan otras figuras como la 
comunicación y la declaración responsable, los principios sobre los que se sustentan 
esas técnicas de limitación, algunos ejemplos en los que se incumple la normativa actual 
y los supuestos en los que la Administración puede responder por daños al no ejercer 
sus potestades de inspección o sancionadoras.

(*) Trabajo recibido en esta revisTa el 19 de mayo de 2016 y evaluado favorablemente 
para su publicación el 3 de junio de 2016.

(**) Este trabajo ha sido realizado en el marco del Proyecto de investigación del 
Ministerio de Economía y Competitividad «El urbanismo sostenible ante el reto del cambio 
climático» (DER2014-58446-R).
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ABSTRACT: This paper analyzes the most recent legal reforms related to admi-
nistrative simplification focusing on modification and deletion of techniques of public 
intervention in the economic activity and free movement of goods and services. The work 
provides a general framework taking in account different laws. To maintain the general 
authorization system and licensing only for public interest reasons is the standing outpoint. 
From this understanding, the paper analyzes communication and responsible statements 
and its principles, some problems of failure to comply with the recent regulation and 
considers cases in which the lack of inspection and sanctions involve responsibility of 
the Administration.

Key words: administrative simplification; public intervention; licenses and autho-
rizations.

I.  EL PUNTO DE PARTIDA: LAS TRADICIONALES POTESTADES DE 
LIMITACIÓN: SU EXAGERADA PROLIFERACIÓN EN NUESTRO 
ORDENAMIENTO, NO SIEMPRE BASADA EN RAZONES DE INTERÉS 
GENERAL

Es sabido que, a partir, fundamentalmente, de la Directiva de Servicios 
(Directiva 2006/23, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciem-
bre de 2006), nuestro ordenamiento está sufriendo unos cambios acelerados y 
desordenados respecto a las tradicionales potestades de limitación de la Admi-
nistración Pública y, en concreto, con el repliegue de la técnica autorizatoria 
como control previo del acceso y ejercicio de muchas actividades privadas 
sobre todo económicas y profesionales. La concreción de las normas de trans-
posición de esa Directiva está reforzando, con carácter general, unas reglas 
que ya existían en nuestro ordenamiento pero que se aplicaban tímidamente, 
si a caso cuando se establecía un recurso bien fundamentado ante nuestros 
tribunales y se recordaban entonces en la sentencia los grandes principios del 
Estado de Derecho que la Constitución había recogido.

La realidad es que se está produciendo un repliegue de las autorizaciones 
o licencias, es decir, de las técnicas de intervención administrativa ex ante al 
acceso o ejercicio a las actividades de los particulares; una substitución de las 
mismas por la comunicación o declaración responsable de los particulares, es 
decir, un control que normalmente es posterior a la implantación o el ejercicio 
de la actividad; el establecimiento de unas reglas y principios para la aplicación 
de esas exigencias y la potenciación de otras potestades o técnicas alternati-
vas de control administrativo como es la inspección. Asimismo, se plantea en 
ese marco, cuándo por una actuación que causa un daño se puede exigir la 
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responsabilidad patrimonial de la Administración, en ocasiones por no haber 
actuado, poniendo en marcha sus potestades de inspección.

En ese contexto, la filosofía que deriva de estas normas y del Derecho 
europeo es clara: la libertad es la regla; la prohibición o restricción a la misma 
ha de ser la excepción.

Una cuestión previa, que se olvida en ocasiones al analizar esta apa-
rentemente nueva normativa, es el examen del contexto económico y social 
actual en el que se desenvuelve nuestro ordenamiento y que ha sido el deto-
nante del cambio brusco producido. Tres tipos de datos vamos aquí a poner 
sobre el tapete. Por un lado, el portal de estudios Doing Business del Banco 
Mundial, establece que España, en mayo de 2016, se sitúa en el número 33 
de los países evaluados respecto a las facilidades para abrir un negocio, por 
delante de Japón (34), Armenia (35) o la República Checa (36). A modo de 
ejemplo, se encuentran por delante en esta clasificación: Dinamarca (3), Reino 
Unido (6), Noruega (9), Alemania (14), Portugal (10), Polonia (25), Georgia 
(24) o Emiratos Árabes Unidos (31). Se necesitan, lo que denomina el portal, 
siete «procedimientos», y el coste es del 5,2% del ingreso por cápita. La media 
de los países de la OCDE es de 4,7 procedimientos y el 3,2 de los ingresos 
por cápita (1).

Un segundo dato es el que deriva de los servicios profesionales y el 
acceso y ejercicio de las profesiones. Los informes internacionales sobre nuestro 
ordenamiento jurídico [Informes y Recomendaciones de la Comisión Europea 
de 2015 (2), del Fondo Monetario Internacional de 2014 (3) y de la OCDE 
de 2011 (4)], establecen que el número de profesiones reguladas en España, 
es decir, aquellas cuyo ejercicio está supeditado a tener una determinada 
cualificación es excesivo (unas 192), sobre todo cuando más de la quinta 
parte de estas profesiones sólo están reguladas en España, y unas dos terce-
ras partes en menos de seis países de la Unión Europea (5). Ello provoca lo 

 (1) Doingbusiness.org, Grupo Banco Mundial. Clasificación de economías. El proyecto 
Doing Business proporciona una medición objetiva de las normas que regulan la actividad 
empresarial, en particular, de las pequeñas y medianas empresas. España estaba en el año 
2013 en el puesto 115; en 2014, en el puesto 74; y en 2015, en el puesto 34.

 (2) Ver Council Recommendation on the 2015 National Reform Programme of Spain 
and delivering a Council opinion on the 2015 Stability Programme of Spain, de 13 de mayo 
de 2015 [COM(2015) 259 final]; así como también el Informe sobre España 2015 con un 
examen exhaustivo relativo a la prevención y la corrección de los desequilibrios macroeconó-
micos de 26 de febrero de 2015 [COM(2015) 85 final].

 (3) IMF Country Report No. 14/193. 
 (4) Perspectivas OCDE: España Políticas para una Recuperación Sostenible, octubre 

2011. 
 (5) De acuerdo con el Anexo I del RD 1837/2008, de 8 de noviembre, se reconocen 

125 profesiones reguladas a las que se añaden otras en fase de preparación por los Ministerios. 
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que se denomina «reserva de actividad», es decir, que sólo quien posea una 
determinada cualificación puede prestar determinados servicios pero olvida 
que esta reserva sólo está justificada en la protección del consumidor, y debe 
estar basada en la mayor capacitación técnica, no en la protección general 
de algunas profesionales, lo que paraliza el mercado (6).

Un tercer dato reside en la excesiva regulación normativa. Así, con motivo 
del Plan de Racionalización Normativa impulsado por el Gobierno, se puso 
de relieve que hay más de 2.700 normas estatales y autonómicas que pueden 
suponer barreras a la unidad de mercado, de las cuales, aproximadamente 
un 30% son estatales y un 70% de rango autonómico, agrupadas en 29 sec-
tores económicos (7). El Portal Jurídico de Cataluña, por su parte, señala que 
existen en vigor 860 leyes, 8.522 decretos, 18.813 órdenes y 579 proyectos 
de ley en marcha.

Todo ello indica que nuestro ordenamiento realiza una excesiva interven-
ción en la actividad económica o de servicios de los particulares, que existen 
demasiadas normas que establecen trabas en el libre acceso o ejercicio de 
esas actividades no siempre justificadas en razones de interés público y que 
es necesario y urgente establecer una simplificación a todos los niveles. Es 
en ese contexto, en el económico y de servicios, donde adquiere protago-
nismo la comunicación y la declaración responsable, figuras que deben ir 
progresivamente sustituyendo a las licencias y autorizaciones (8) y de las que 
es necesario clarificar casi todo: dónde están reguladas, qué son; cuál es su 
régimen jurídico; qué vicios contiene todavía la actual normativa respecto a 
las mismas; y finalmente, cuándo la Administración es responsable patrimo-
nialmente en los casos en que se utilicen estas técnicas incorrectamente y se 
cause un daño.

 (6) Según los organismos internacionales citados y los informes recogidos, nuestra 
normativa fija precios u honorarios recomendados contrarios a la libre competencia, establece 
restricciones publicitarias, restricciones al acceso, y ejercicio de actividades y regula de manera 
deficiente la estructura empresarial. Asimismo, aunque se aprecia un avance en los últimos 
años, la creación y la gestión de una empresa en España siguen requiriendo unos procesos 
relativamente pesados que ralentizan la creación de nuevas empresas; existe en materia de 
servicios una excesiva fragmentación en la legislación, siendo necesario reducir la burocracia 
y las trabas que dificultan el crecimiento de las empresas así como crear condiciones generales 
que propicien la innovación. 

 (7) Nota de prensa del Ministerio de Economía y Competitividad de 8 de noviembre 
de 2013. 

 (8) En este sentido se pronuncia el art. 36 Ley 26/2010, de 3 de agosto, de régi-
men jurídico y procedimiento de las Administraciones Públicas de Cataluña, al disponer: «La 
comunicación previa permite el reconocimiento o el ejercicio de un derecho el inicio de una 
actividad, desde el día de su presentación y faculta a la Administración Pública correspondiente 
para verificar la conformidad de los datos que se contienen».
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II. LA RECONSTRUCCIÓN DEL SISTEMA

Ese es el diagnóstico, diagnóstico completado, a su manera, por la Ley 
de Garantía de la Unidad de Mercado (Ley 20/2013, de 9 de diciembre), 
basada en la idea que la generalización de dicha intervención previa es, 
además, dispar en los distintos territorios del Estado y que «la fragmentación 
subsiste en el mercado español» (9).

Así, aunque el proceso de cambio y el nuevo marco jurídico de la inter-
vención administrativa se inicio en los años 90 (10), sí podemos afirmar que, 
con la transposición de la Directiva Servicios, el cambio de rumbo ha quedado 
establecido (11).

Esta transposición se hizo, con carácter general, a través de la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio (denominada comúnmente Ley Paraguas, por la serie 
de principios que contiene, que informan a la generalidad de leyes en el 
ámbito de los servicios en sentido amplio); y de la Ley 25/2009, de 22 de 
diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la anterior 
(denominada Ley Ómnibus, por el conjunto de normas concretas que modifica) 
y ha continuado con leyes recientes con la finalidad de conseguir un marco 
jurídico de mayor simplificación de la actividad administrativa y favoreciendo 
la actividad empresarial y el espíritu emprendedor. En el contexto de la sim-
plificación de estructuras administrativas, la eliminación de duplicidades en 
su actuación, de simplificación normativa y de necesidad de fomento de la 
competitividad surgen con fuerza estas técnicas que, significando una inter-
vención de la Administración en la actividad económica, reducen su papel 
en las relaciones con los ciudadanos. Así, fundamentalmente, la Ley Orgá-
nica 2/2012, de 27 de abril, de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera; el Real Decreto-Ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para 

 (9) Esta polémica ley ha sido objeto de análisis por varios autores de forma crítica. 
Véanse las valiosas aportaciones de: Fernández Farreres (2014: pp. 125 y ss.), rebollo Puig 
(2015: pp. 91 y ss.), alonso Mas (2014); Muñoz Machado (2014). 

 (10) En esas fechas coexistieron normas con rango de ley (así, Ley 7/1996, de 15 de 
enero, del comercio minorista), con otras de carácter reglamentario (Real Decreto 2364/1994, 
de 9 de diciembre, de Seguridad Privada). Son normas, entre otras, que iban incorporando la 
comunicación previa y la declaración responsable, sustituyendo a la autorización. Así, véase: 
belTrán sánchez – Piñar Mañas (1997).

 (11) Sobre el tema, véase una ya abundante doctrina científica. Al respecto: vid. 
Muñoz Machado (2010: pp. 85 y ss.), cosculluela MonTaner (2013: pp. 558 y ss.), aguado 
cudolà y noguera de la Muela (Dirs.) (2012), lóPez Menudo (2010: pp. 111-149), Fernández 
Torres (2011: pp. 85-114), gonzález garcía (2010: pp. 255-293), chinchilla Peinado (2008: 
pp.  15-85), nuñez lozano (2001), rasTrollo suárez (2010: pp.  135-172), rodríguez FonT 
(2009: pp. 261-300), razquín lizarraga, (2010a: pp. 85-136), razquín lizarraga (2010b).
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garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad (que 
recoge diversas medidas de liberalización comercial en materia de honorarios, 
períodos de rebajas y otros); la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía 
de la Unidad de Mercado (LGUM); la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, 
de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local (LARSAL) y de 
modificación de la LBRL (que prevé en ciertos preceptos la no exigencia de 
licencias); la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a 
la información pública y buen gobierno (LTBG); la Ley 15/2014, de racio-
nalización del sector público y otras medidas de reforma administrativa (que 
modifica la Ley del Deporte, implantando la licencia deportiva única). A nivel 
autonómico, en Cataluña, por ejemplo, la Ley 16/2015, de 21 de julio, de 
simplificación administrativa de la Administración de la Generalitat, de los 
gobiernos locales de Cataluña, de impulso de la actividad económica. Y por, 
fin, de momento, y con carácter general, el art. 69 de la Ley 39/2015, de 2 
de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas (LPACAP), que define la comunicación (previa, coetánea o posterior) 
y la declaración responsable (12).

Ante las iniciales dudas y los obvios debates que se abren en el seno 
de la disciplina, se van asentando, a nuestro juicio, y más allá de cada ley 
concreta, unas reglas globales en este ámbito que deben ir acompañadas de 
un cambio de filosofía y mentalidad en la actuación administrativa.

La Ley Paraguas 17/2009, incorporando el Derecho europeo, declara 
que el acceso a una actividad económica o de servicios o su ejercicio no se 
sujetará a un régimen de autorización cuando sea suficiente una comunicación 
o una declaración responsable del prestador mediante la que se manifieste, 
en su caso, el cumplimiento de los requisitos exigidos (por la Ley) y se facilite 
la información necesaria a la Administración competente para el control de la 
actividad. Con este punto de partida, distintas cosas quedan claras.

 (12) Buena parte de esta normativa está impulsada por la Comisión para la reforma 
de las Administraciones Públicas (CORA), creada por acuerdo del Consejo de Ministros de 26 
de octubre de 2012 con la finalidad genérica de tender a eludir duplicidades entre el Estado 
y las Comunidades Autónomas, simplificar procedimientos y facilitar el acceso de los ciuda-
danos a la Administración, mejorar la gestión de los servicios, racionalizar la Administración 
Institucional, medidas de simplificación normativa, de mayor transparencia.

En las Comunidades Autónomas, también se está produciendo similar fenómeno. Así, en 
Cataluña, la Ley 9/2011, de 29 de diciembre, de reactivación de la actividad económica (que 
sería equivalente en el Estado a la Ley Paraguas); la Ley 10/2011, de 29 de diciembre, de 
simplificación y mejora de la regulación normativa; la Ley 11/2011, de 29 de diciembre, de 
reestructuración del sector público para agilizar la actividad administrativa, y la Ley 19/2014, 
de 29 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, 
sin olvidar los arts. 35 a 38 de la Ley 26/2010, de 3 de agosto, de régimen jurídico y de 
procedimiento de las Administraciones Públicas de Cataluña.
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En primer término, respecto a las licencias o autorizaciones en el ámbito 
económico y profesional, el nuevo marco jurídico vuelve a la concepción 
tradicional de la licencia o autorización. Este es un acto administrativo que 
levanta una prohibición preventivamente establecida por la norma, previa 
comprobación por la Administración que el acceso y ejercicio de la actividad 
inicialmente prohibida no ha de producir en el caso concreto perturbación 
alguna para el buen orden de la cosa pública. La autorización, en ese marco, 
restablece la libertad, no tiene contenido positivo (13).

A esa idea se añade la del Derecho preexistente, según la cual el 
sujeto autorizado tiene el derecho (al acceso y ejercicio de una determinada 
actividad económica o profesional) previo a la licencia o autorización, Lo 
que hace la Administración en estos casos es remover los límites y obstácu-
los que a dicho ejercicio se oponen, de acuerdo con el interés público. La 
autorización será meramente declarativa y de carácter reglado: Si realmente 
el sujeto tiene derecho a la realización de una actividad, debe concederse; 
sino, denegarse (14).

La Directiva Servicios, en donde permite la subsistencia de la licencia o 
autorización, invoca unos principios cuyo punto de partida es la libertad de 
establecimiento de los prestadores de servicios y su libre circulación; tendrán 
carácter reglado los requisitos para obtenerla, serán claros e inequívocos, 
objetivos e imparciales, transparentes, proporcionados al objetivo de interés 
general que fundamenta su mantenimiento y deberán darse a conocer con 
antelación (art. 6 Ley Paraguas 17/2009), prohibiendo el artículo 10 de esta 
norma la exigencia de requisitos discriminatorios y también la de requisitos de 
naturaleza económica que impliquen una evaluación de los efectos económicos, 
posibles o reales, de la actividad que se pretende realizar o una apreciación 
de su eventual ajuste a los objetivos de programación económica fijados por 
la autoridad competente; y condiciona, por fin, en su artículo 11 la eventual 
exigencia de otros, entre ellos, los que supongan restricciones cuantitativas 
o territoriales, a la previa comprobación que no son discriminatorios, que 
resultan proporcionados y que están justificados por razones imperiosas de 
interés general.

En el ámbito económico y de servicios, por tanto, queda determinada 
la faculta de apreciación de la Administración competente «con el fin que 
dicha facultad no se ejerza de forma arbitraria» (art. 6.1 Directiva Servicios), 
cuestiones que invocan directamente a la idea del derecho preexistente a la 

 (13) Mayer (1982: p. 61). 
 (14) Véase un resumen de las distintas clases de autorizaciones en: garcía de enTerría 

– T.R. Fernández (2015: pp. 138 y ss.):
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libertad de establecimiento y libre prestación de servicios que la autorización 
se limita a declarar (15).

En segundo lugar, como la regla es la libertad y sólo excepcionalmente 
se puede someter la misma a control administrativo, también se declara la 
substitución con carácter general de la licencia o autorización por la comuni-
cación (previa, coetánea o posterior al inicio de la actividad) o la declaración 
responsable; y sólo excepcionalmente puede ser sometida a un régimen de 
autorización previa cuando una razón imperiosa de interés general así lo 
requiera, por no existir otras medidas menos restrictivas que garanticen la 
consecución del objetivo perseguido (art. 5 Ley Paraguas 17/2009).

Así, en tercer lugar, el art. 69.1 LPACAP define la declaración responsable 
como el documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, bajo 
su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la norma-
tiva vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para 
su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita, que la 
pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida, y que se 
compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante 
el período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio; mientras 
que la comunicación se define como aquel documento mediante el que los 
interesados ponen en conocimiento de la Administración Pública competente 
sus datos identificativos o cualquier otro dato relevante para el inicio de una 
actividad o el ejercicio de un derecho.

Así, como decimos, el pilar fundamental sobre el que se sustenta el sistema 
es el de la libertad, que es, no sólo un principio general, sino un valor del 
Estado de Derecho (art. 1 CE). Por ello, la premisa sobre la que se sustentan 
las normas, sobre todo en el ámbito económico y profesional, es la libre 
circulación y establecimiento de los operadores económicos y en la libre cir-
culación de servicios, sin que ninguna autoridad pueda obstaculizarla, directa 
o indirectamente (art. 1 LGUM).

A partir de ahí, como decimos las técnicas de intervención por excelencia, 
cuando está justificada en razones imperiosas de interés general, han de ser la 
comunicación o la declaración responsable, que ha de sustituir progresivamente 
a la licencia o autorización.

En cuarto lugar, la normativa puede sustituir una técnica (licencia) por 
otra (comunicación o declaración responsable) pero no mezclar las distintas 
figuras, exigiendo ambas a la vez, operación vedada por el art. 69.6 LPACAP 
y por el Derecho europeo.

 (15) Esta teoría se opondría a las licencias discrecionales que tienen cabida en otros 
ámbitos del ordenamiento. 
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En quinto lugar, es claro que comunicación y declaración responsable 
tendrán mayor protagonismo, cumpliendo ciertos requisitos en ámbitos como 
la libertad de empresa (art. 38 CE); las actividades clasificadas y con inciden-
cia ambiental (así, arts. 96 y 97 del ya citado Decreto 179/1995, de 13 de 
junio, de Obras, Actividades y Servicios de los Entes Locales en Cataluña; Ley 
20/2009, de 4 de diciembre, de prevención y control ambiental de las activida-
des); actividades relacionadas con el urbanismo y, en particular, primera utiliza-
ción y ocupación de edificaciones y construcciones (art. 187.5 Texto Refundido 
Ley de Urbanismo de Cataluña), así como actividades y servicios relacionados 
con la libertad de comercio con carácter general (Decreto Ley 19/2012, de 
25 de mayo, de medidas urgentes de liberalización del comercio).

Por otra parte, en el ámbito de los servicios profesionales, hay que tener 
en cuenta que, hasta la fecha, se exigía en todo caso la colegiación profesional 
obligatoria, mientras que ahora pasa a ser voluntaria en aquellos supuestos 
en que la actividad profesional de que se trate no afecta a derechos funda-
mentales como el de la salud, art. 43 CE (colegios profesionales de médicos, 
farmacéuticos, enfermeros, etc.); a los derechos de defensa y la tutela judicial, 
art. 24 CE (colegios de abogados y procuradores); o a la seguridad personal 
(arquitectos, ingenieros). En relación al resto de profesiones, que ya no están 
sujetas a colegiación obligatoria y, por tanto, a una autorización, reglada, 
para el control del acceso y del ejercicio profesional, dicha autorización podrá 
ser sustituida por una declaración responsable o una comunicación previa al 
ejercicio de la actividad profesional. En este ámbito, es importante destacar 
que la Directiva 2005/36 del Parlamento y del Consejo de 7 de septiembre 
de 2005 sobre cualificaciones profesionales.

En definitiva, se trata de hacer realidad, tanto a nivel normativo como 
aplicativo, el principio general de libertad, y la regla de la simplificación 
administrativa.

Veamos los entresijos de esos cambios, cambios que no pueden hacer 
olvidar el papel del Estado, de los poderes públicos en garantizar un correcto 
servicio a los consumidores y a la sociedad en general. No se trataría de 
desmontar el sistema, sino de poner reglas claras y objetivas que garanticen 
el interés general.

III.  DETERMINACIONES CONCEPTUALES. QUÉ SON Y CÓMO FUN-
CIONAN LA COMUNICACIÓN Y LA DECLARACIÓN RESPONSABLE

La comunicación y la declaración responsable, según la legislación 
vigente, son aquellos documentos subscritos por la persona interesada que 
se presentan a la Administración, por los que se pone en conocimiento de la 
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misma el cumplimiento de los requisitos legales para el acceso o ejercicio de 
una actividad económica o profesional de diversa índole.

Ello provoca un cambio del sistema general seguido hasta la fecha, pues la 
Administración transfiere a los titulares de la actividad y sus técnicos determinar 
si la actividad a realizar o el servicio a prestar se adecúa a legislación vigente, 
reservándose la vigilancia y control posterior de dichas actividades y servicios.

En consecuencia, una primera afirmación es que no son actos administrati-
vos, pues declaración responsable y comunicación son actos de los particulares, 
que realizan los ciudadanos, a los que no les resulta de aplicación, por tanto, 
el régimen jurídico de aquéllos (revisión de oficio, declaración de lesividad, 
arts. 106 y 107 LPACAP; obligación de resolver, art. 21 LPACAP).

En segundo lugar, sin embargo, no se trata tampoco meras actuaciones 
privadas de autoadministración sin más. Es claro que el particular realiza la 
actividad, pero también lo es que la Administración no queda al margen de 
la misma, pues lo que ocurre es que pospone su actuación a un momento 
posterior. Es por ello que el ordenamiento jurídico administrativo no se sitúa al 
margen de estas actuaciones y ambas figuras se enmarcan en los denominados 
títulos jurídicos-administrativos habilitantes (de derechos, obras o actividades).

De ese modo, es la Ley la que, con la voluntad de desregular y simplificar, 
facilita el acceso de los ciudadanos a la realización de actividades, obras 
o ejercicio de derechos. La habilitación la otorga la Ley. Además, continúan 
siendo técnicas de intervención o limitativas: el ejercicio del derecho o la 
prestación del servicio no son libres, sigue estando sometida a un control, y 
ello define la vida de la actividad.

La intervención de la Administración sigue, por tanto, existiendo, y en 
esa línea la comunicación y la declaración responsable están insertas en la 
LPACAP, en el título de la Ley referido al procedimiento administrativo común y, 
en concreto, a la iniciación del procedimiento a solicitud del interesado, aunque 
no sean procedimiento administrativo. Lo que sucede, no obstante, es que esta 
no actúa ex ante, como sucedía con la licencia o autorización, sino ex post. 
La Administración no tiene, en este sentido, la obligación de resolver ante la 
presentación de la comunicación previa y la declaración responsable, por lo 
que si no emite ninguna objeción en relación a la documentación presentada 
por los interesados, éstos podrán iniciar y ejercer la actividad.

La actuación administrativa se traslada así a un momento posterior, a la 
fase de inspección y control, en la que, si se comprueba que no se cumplen 
los requisitos legales para ejercer la actividad o los datos incorporados por el 
particular no son correctos, puede determinar la obligación del interesado de 
restituir la situación jurídica al momento previo o al ejercicio del derecho o al 
inicio de la actividad correspondiente (art. 69.4 LPACAP).
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Teniendo en cuenta las consideraciones anteriores, existe una nueva diná-
mica en la que otras potestades como las órdenes, mandatos, prohibiciones o 
la propia inspección son el fundamento básico sobre el que giran las garan-
tías legales y la seguridad jurídica de los ciudadanos, lo que conlleva una 
adaptación de las administraciones y también de las normas que regulan estas 
cuestiones. A modo de ejemplo, el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 
de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana (TRLSRU) ha modificado su terminología y ya no habla 
de actos administrativos, sólo de títulos administrativos habilitantes de obras 
y servicios (art. 48.c) y d) TRLSRU), que incluyen la autorización clásica, la 
comunicación previa y la declaración responsable (asimismo, arts. 187.4 y 
5 Ley de Urbanismo de Cataluña, aprobada por el Real Decreto Legislativo 
1/2010, de 3 de agosto).

De este modo, la Administración tendrá su protagonismo a posteriori, 
donde las potestades de inspección y control deberán ser objetivadas mediante 
los denominados planes de inspección (así, por ejemplo, art. 6.2 Ley catalana 
16/2015) y potenciar otras potestades clásicas, como las órdenes, mandatos, 
prohibiciones y, en caso extremo, las sanciones administrativas.

La comunicación y la declaración responsable son documentos subscritos 
por los interesados por el que ponen en conocimiento de la Administración 
competente sus datos identificativos, notificando a la Administración el ejercicio 
inmediato de un derecho o el inicio de una actividad, pues entienden, bajo su 
responsabilidad, que cumplen los requisitos exigidos en la normativa vigente 
para ello (así, art. 69 LPACAP).

De acuerdo con la normativa general de ambas figuras (art. 69 LPACAP, 
art.  7 Ley 17/2009, art.  84.1 i 84 bis LBRL, arts. 34 a 38 Ley catalana 
26/2010 y art.  5.2 Ley catalana 16/2015), las características esenciales 
respecto al conjunto de trámites y actuaciones a seguir para el reconocimiento 
y ejercicio del derecho o facultad o el inicio de la actividad son los siguientes:

1. El documento que presenta el interesado debe contener los datos per-
sonales como en cualquier escrito que se dirige a la Administración (nombre 
y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que los represente; 
la identificación del medio preferente o del lugar que se señala a efectos 
de notificaciones; la fecha y la firma); además de aquellos datos, manifes-
taciones o informaciones relativos al cumplimiento de los requisitos exigidos 
en la normativa aplicable para el inicio de la actividad o el ejercicio del  
derecho.

2. Desde el día de la presentación de la comunicación o la declara-
ción responsable y si se cumplen los requisitos establecidos en la normativa 
vigente, se inicia la actividad o ejerce el derecho (art. 69.3 LPACAP). Incluso 
la comunicación puede presentarse «dentro de un plazo posterior al inicio de 
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la actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente» 
(art. 69.3 in fine LPACAP).

3. La Administración Pública puede poner a disposición de los ciudadanos 
modelos de declaración responsable o comunicación previa con la finalidad de 
facilitar las relaciones de los ciudadanos con la Administración y nunca con el 
objetivo de establecer requisitos formales no previstos en la norma, pues en este 
ámbito juegan también los principios del procedimiento general (esencialmente, 
principio antiformalista y de gratuidad, reconocidos en el art. 53 LPACAP).

4. La Administración, a partir del momento de la presentación de la comu-
nicación previa o la declaración responsable, puede iniciar la comprobación 
de los datos y demás circunstancias comunicadas por el interesado.

Al respecto, señala el art. 69.4 LPACAP:
«La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier 

dato o información que se incorpore a una declaración responsable o a una 
comunicación, o la no presentación ante la Administración competente de la 
declaración responsable, la documentación que sea en su caso requerida para 
acreditar el cumplimiento de lo declarado, o la comunicación, determinará la 
imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada 
desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio 
de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar

Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales 
circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situa-
ción jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o 
al inicio de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar 
un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un período de tiempo 
determinado por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las 
normas sectoriales de aplicación».

Desde ese punto de vista, no compartimos la opinión de que jurídicamente 
no existe diferencia entre una solicitud que se considera estimada transcurrido 
un plazo y algunas comunicaciones o declaraciones responsables que sólo 
desplegarían efectos si la Administración no se opone. La comunicación pre-
via (y la declaración responsable) permiten, desde el día de su presentación 
(incluso antes) el acceso y ejercicio de una actividad (normalmente económica) 
sin perjuicio de los posteriores controles que la Administración pueda realizar. 
En la solicitud estimada por silencio, hasta que no transcurra el plazo para 
resolver, no se puede actuar.

La actuación administrativa que se produzca a posteriori, verificando el 
cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos, ha de ser una actua-
ción, como veremos, proporcionada, transparente, no discriminatoria, objetiva 
y directamente vinculada al interés general concreto que la norma le atribuya, 
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respetando en todo caso y, como mínimo, el trámite de audiencia a los inte-
resados. Además, su actuación, si se produce, abre la vía a la aplicación del 
régimen jurídico de los actos administrativos (teoría de la invalidez, arts. 47 y 
48 LPACAP; revisión de oficio, arts. 106 y siguientes LPACAP; responsabilidad 
patrimonial de la Administración, arts. 32 a 37 LPACAP).

Por último, alguna normativa distingue ya cuándo se debe exigir comu-
nicación y cuándo declaración responsable. La primera, se reservaría a acti-
vidades económicas inocuas o de bajo riesgo en relación a su inadecuación 
al medio ambiente, la seguridad de las personas o los bienes. En cambio, la 
declaración responsable se mantiene para las actividades en que la intervención 
administrativa se justifica por razón de la protección de los consumidores, los 
destinatarios de los servicios y los trabajadores (art. 13 Ley catalana 16/2015).

Y, obviamente, únicamente será exigible, bien una declaración respon-
sable, bien una comunicación para iniciar una misma actividad u obtener el 
reconocimiento de un mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea 
posible la exigencia de ambas acumulativamente (art. 69.6 LPACAP), y mucho 
menos de manera simultánea a una autorización.

IV.  LOS PRINCIPIOS SOBRE LOS QUE SE SUSTENTAN LAS TÉCNICAS 
DE LIMITACIÓN COMO MANDATO AL LEGISLADOR Y COMO 
LÍMITES Y CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN AL APLICADOR DE 
LA NORMA

Los principios sobre los que se sustentan las técnicas de limitación o inter-
vención como mandato al legislador y como límites y criterios de interpretación 
de la norma a la Administración que los aplica son los siguientes:

1) Principio general de libertad. Este es un principio que deriva del Estado 
de Derecho (art. 1 CE) y parte de la premisa básica que todo lo que no está 
expresamente prohibido está permitido. En el ámbito del Derecho europeo se 
formula como la aplicación de las cuatro libertades (libertad de establecimiento 
y libre circulación de personas, mercancías, servicios y capitales). En las leyes 
recientes, se proclama ese principio en prácticamente todas las normas (art. 4 
Ley Paraguas 17/2009; Capítulo IV, arts. 16 y ss. LGUM; art. 4 Ley catalana 
16/2015). De este principio derivan el resto. En el ámbito estudiado, afecta 
a la libertad económica de acceso y ejercicio así como al ámbito profesional 
y de prestación de servicios.

2) Existe una reserva de Ley. La exigencia de autorizaciones y su conte-
nido material propio, es decir, sus condiciones de otorgamiento y requisitos 
para el acceso y ejercicio de la actividad (económica o de establecimiento 
y libre ejercicio de la profesión), en su caso, sólo puedan estar recogidos en 
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una Ley aprobada por el Parlamento (estatal o autonómico, según las reglas 
de distribución de competencias materiales) cuando concurran los requisitos 
de necesidad y proporcionalidad. Se excepciona esa regla cuando la licencia 
o autorización deriva de una norma comunitaria o tratado internacional. Este 
requisito formal, que ya debía respetarse por aplicación del Texto Constitu-
cional (art. 38 CE, 1,1 CE, 53 CE y STC 84/1984, de 24 de julio), se ha 
visto reforzado por el art. 5 de la Ley 17/2009 («La normativa reguladora 
del acceso a una actividad de servicios o del ejercicio de la misma no podrá 
imponer a los prestadores un régimen de autorización, salvo excepcionalmente 
y siempre que concurran las siguientes condiciones, que habrán de motivarse 
suficientemente en la ley que establezca dicho régimen»); y el art. 17.1 LGUM 
(«se podrá establecer la exigencia de una autorización siempre que concurran 
los principios de necesidad y proporcionalidad, que habrán de motivarse 
suficientemente en la Ley que establezca dicho régimen»).

En el ámbito local, se aplican esas reglas de manera indubitada, acla-
rando el art. 84 bis LBRL, en su apartado 2, después de las últimas reformas, 
que «las instalaciones o infraestructuras físicas para el ejercicio de actividades 
económicas sólo se someterá a un régimen de autorización cuando lo esta-
blezca una ley que defina sus requisitos esenciales», basadas en una serie de 
premisas relacionadas con la protección del interés público (16).

Es, por tanto, la reserva de ley un principio que se constituye en un 
mandato al legislador y en un límite a la Administración Pública cuando dicta 
reglamentos. Estos no podrán, ex novo, crear nuevas técnicas de limitación 
o intervención sin una ley previa de cobertura que contenga el núcleo de la 
medida de intervención. En esa línea, y a pesar de la posición constitucional 
de la ordenanza municipal, el art. 84 bis LBRL no habilita a dictar ordenanzas 
que recojan nuevas técnicas de limitación, debiendo estar previstas en la Ley. 
Únicamente ser permitirá, dice el art. 17 LGUM, el régimen de autorización 
por norma inferior a la ley cuando así lo exija una norma comunitaria o tra-
tado internacional.

3) Las limitaciones a la libertad de empresa y de profesión han de estar 
basadas en «razones imperiosas de interés general» (art. 3.11 Ley Paraguas 
17/2009); razones cuya necesidad debe ser concretada por el legislador en 
cada caso concreto: es el «principio de necesidad» (art. 5.1 en relación con 
el art. 17 LGUM).

Por tanto, no valdrá invocar cualquier razón de interés general para exi-
gir una autorización, comunicación o declaración responsable en el acceso y 

 (16) En este sentido, la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de 
liberalización del comercio y determinados servicios, exime múltiples supuestos de exigencia 
de licencias o autorizaciones municipales. 
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ejercicio de una actividad económica o profesional; sino que, en cada caso, 
habrá de identificarse el interés general que se juzgue digno de protección (el 
necesario) como para permitir un obstáculo a la libertad de establecimiento y 
de prestación económica y de servicios (17).

El art. 3.11 de la Ley Paraguas 17/2009 establece que, de acuerdo con 
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, las razones 
imperiosas de interés general para establecer una técnica de limitación se 
limitan a las siguientes: «el orden público, la seguridad pública, la protección 
civil, la salud pública, la preservación del equilibrio financiero del régimen 
de seguridad social, la protección de los derechos, la seguridad y la salud de 
los consumidores, de los destinatarios de servicios y de los trabajadores, las 
exigencias de la buena fe en las transacciones comerciales, la lucha contra 
el fraude, la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad 
animal, la propiedad intelectual e industrial, la conservación del patrimonio 
histórico y artístico nacional y los objetivos de la política social y cultural».

Tras la LGUM, según parte de la doctrina, se va más allá (18) y el prin-
cipio de necesidad no sólo pone limites a los obstáculos a las libertades de 
circulación; sino a cualquier restricción a la actividad económica. En concreto, 
el establecimiento de la exigencia de autorización sólo será válido (art. 17.1 
LGUM), cuando esté justificado, en cada ley y en cada caso, por razones de 
orden público, seguridad pública, salud pública, protección del medioambiente 
o cuando la escasez de recursos naturales o la existencia inequívoca de impe-
dimentos técnicos que limiten el número de operadores en el mercado. O sea, 
menos razones imperiosas de interés general que la Ley Paraguas 17/2009. 
Y de entre esas razones hay que invocar cual es la estrictamente necesaria en 
ese caso, es decir, la menos restrictiva de la libertad individual.

Exige, por tanto, que si se establece una autorización deberá motivarse 
en la Ley que impone dicho régimen, tanto la razón de interés general que la 
habilita como que esa razón no puede salvaguardarse mediante la presenta-
ción de una declaración responsable o una comunicación, teniendo en cuenta 
el concepto amplio de autorización, es decir, cualquier sistema privativo que 
contenga un procedimiento y unos requisitos para el acceso o ejercicio de 

 (17) rebollo Puig (2015: pp. 103 a 105); Fernández Farreres (2014: pp. 123 y ss.). 
 (18) Fernández Farreres (2014: pp.  104 y ss.). En concreto, este autor dice: a) Las 

leyes recientes establecen una foto fija, contraria a la jurisprudencia del TJUE, de las razones 
imperiosas de interés general; b) La LGUM ha cambiado el concepto de lo que es el princi-
pio de necesidad, pues lo desliga del principio de proporcionalidad y sirve para reducir las 
razones que habilitan al legislador a imponer licencias o autorizaciones; c) Va más allá de la 
unidad de mercado y pasa a desnaturalizar la actividad económica; d) Afirma que esta ley 
y el concepto que recoge se opone al resto de leyes, cosa inviable. 
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una actividad, incluyendo la inscripción en registros con carácter habilitante 
(art. 3.10 Ley Paraguas 17/2009; art. 17.1.d in fine LGUM).

Por lo demás, no podrán exigirse nuevos medios de intervención para 
la implantación o desarrollo de una actividad en que el interés general con-
creto a proteger sea coincidente con otro ya existente (así, por ejemplo, arts. 
4.e y 5.5 Ley catalana 16/2015), afirmación que ya derivaba también del 
art. 84bis 3 de la LBRL.

4) La imposición o determinación de la técnica de intervención empleada 
ha de ser proporcionada con los intereses generales y los valores constitucio-
nales que pretende proteger. Debe existir, por tanto, una adecuación entre el 
medio a utilizar por la Administración y el fin que se pretende. Quiere esto 
decir que, si en un caso concreto no se requiere intervención administrativa por 
no concurrir razón imperiosa de interés general, debe actuarse libremente; si 
en otro caso es suficiente a esos fines de interés general la mera regulación de 
la actividad y la represión a posteriori del mal uso de la libertad reconocida, 
no debe imponerse un control con carácter general. Y si la concurrencia de 
razones imperiosas de interés general exige la aplicación de una técnica de 
limitación o intervención, debe elegirse la comunicación o declaración respon-
sable con preferencia a la autorización (que ha de ser reglada) y, con carácter 
general, el silencio positivo mejor que el negativo. Ese es, en definitiva, el 
contenido del principio de proporcionalidad, principio que debe ser respetado 
tanto por la Ley que establece la limitación (principio de proporcionalidad en 
la Ley) como por la Administración al ejecutar la norma (principio de propor-
cionalidad en la aplicación de la Ley) (19). Así lo recogen el art. 9.1 de la 
Ley Paraguas 17/2009 («todos los requisitos que supeditan el acceso a una 
actividad de servicios o su ejercicio deberán ser proporcionados a la razón 
imperiosa de interés general); art. 34.2 LPACAP («el control de los actos se 
ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado a los 
fines de aquellos»); y el art. 5.2 LGUM («cualquier límite o requisito debe ser 
proporcionado a la razón imperiosa de interés general invocada y habrá de 
ser tal que no exista otro medio menos restrictivo o distorsionador para la 
actividad económica»).

Por fin, y como hemos dicho, la LGUM establece cuando concurren los 
principios de necesidad y proporcionalidad para la exigencia de una autoriza-
ción, a saber: a) Respecto a los operadores económicos, cuando esté justificado 
por razones de orden público, seguridad pública, salud pública o protección 
del medio ambiente en el lugar concreto donde se realiza la actividad, y estas 

 (19) Nuestros tribunales ya aplicaban esos principios desde siempre. En este sentido: 
SSTS de 3 de junio de 1992 (Ar. 4822, Ponente: Pedro Esteban Álamo) y de 28 de noviembre 
de 1992 (Ar. 9000, Ponente: Jaime Barrio Iglesias).
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razones no puedan salvaguardarse mediante la presentación de una decla-
ración responsable o de una comunicación; b) Respecto a las instalaciones o 
infraestructuras físicas necesarias para el ejercicio de actividades económicas, 
cuando sean susceptibles de generar daños sobre el medio ambiente y el 
entorno urbano, la seguridad o la salud pública y el patrimonio histórico-ar-
tístico, y estas razones no puedan salvaguardarse mediante la presentación 
de una declaración responsable o de una comunicación; c) Cuando por la 
escasez de recursos naturales, la utilización de dominio público, la existencia 
de inequívocos impedimentos técnicos o en función de la existencia de servicios 
públicos sometidos a tarifas reguladas, el número de operadores económicos 
del mercado sea limitado; d) Cuando así lo disponga la normativa de la Unión 
Europea o tratados y convenios internacionales, incluyendo la aplicación, en 
su caso, del principio de precaución (art. 17.1 LGUM). También establece que 
concurren dichos principios para exigir una declaración responsable cuando 
en la normativa se exija el cumplimiento de requisitos justificados por alguna 
razón imperiosa de interés general y sean proporcionados (art. 17.2 LGUM).

De este modo, tanto el legislador como la Administración, en caso de duda 
respecto a la técnica de intervención concreta utilizable, habrá de optar, como 
dijimos, por la que suponga una menor restricción de la libertad individual. In 
dubio pro libertate es —y era— un principio de inexcusable observancia que, 
si bien ya tenía consagración positiva en nuestro ordenamiento (20), con el 
Derecho europeo y su transposición se presenta con fuerza renovada.

5) Exigencia de un único medio de intervención. Consecuencia de los 
principios anteriores, es que sólo puede exigirse un único medio de interven-
ción, es decir, la presentación de una comunicación previa, de una declaración 
responsable o la solicitud de una autorización (art. 17.4 LGUM). La normativa 
no puede mezclar los distintos regímenes jurídicos y, en particular, no puede 
exigir la autorización y una declaración responsable (o una autorización y 
una comunicación previa). Además de la literalidad del precepto citado, es 
obvio que todo el sistema se basa en establecer regímenes de intervención 
que son alternativos (o autorización o comunicación previa o declaración 
responsable). Uno sustituye al otro. Lo que no es de recibo es establecerlos de 
manera acumulativa (por ejemplo, autorización con declaración responsable). 

 (20) Así, ya el RSCL decía: «si fueran varios —los actos de intervención— admisibles, 
se elegirá el menos restrictivo de la libertad individual». También en esa línea se pronunciaba 
el art. 40 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958. Por su parte, el art. 3.2 del 
Decreto catalán 179/1995, de 13 de junio, por el que se aprueba el reglamento de obras, 
actividades y servicios, prevé: «La actividad de intervención de las entidades locales se ajustará 
a los principios de legalidad, igualdad, proporcionalidad y congruencia con los motivos y los 
fines que justifiquen la potestad para intervenir, el respeto a la libertad individual y la menor 
onerosidad para los ciudadanos».
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Tampoco es lícito (y por tanto vulnera las reglas de intervención del derecho 
europeo y nuestra normativa), establecer la comunicación previa y la necesidad 
de inscripción en registros con carácter habilitante, pues esto tiene «a todos 
los efectos el carácter de autorización» (art. 17.1 LGUM).

En esa línea, la inscripción en registros con carácter habilitante tendrá 
a todos los efectos el carácter de autorización, y no puede introducirse ese 
registro entre los requisitos exigibles para las comunicaciones o declaraciones 
responsables (art.  17.1.d) LGUM). Son, en palabras del Derecho europeo, 
medidas de efecto equivalente a una restricción cualitativa (21).

6) Tampoco resulta discutible la vigencia del principio de igualdad y no 
discriminación, así como que los requisitos establecidos en la norma han de 
ser objetivos, claros e inequívocos. Esta regla, aplicable desde siempre en el 
ámbito de las potestades de limitación (así, art. 14 CE, art. 2 RSCL y art. 3 
ROAS) (22) y, en particular, en las autorizaciones o licencias ha encontrado 
renovado apoyo en las normas y transposiciones del Derecho europeo.

Así, los requisitos que la normativa reguladora del acceso a una actividad 
de servicios o del ejercicio de la misma (art. 9.2.c) Ley Paraguas, art. 6 Ley 
catalana 16/2015) no pueden ser discriminatorios y si establecen un régimen 
de autorización, no puede resultar discriminatorio ni directa ni indirectamente 
en función de la nacionalidad o de que el establecimiento se encuentre, o no, 
en territorio de la autoridad competente o por lo que se refiere a sociedades, 
por razón del domicilio social (arts. 5 y 10 Ley Paraguas) (23).

En esa línea, los requisitos que supeditan el acceso a una actividad eco-
nómica o de servicios o su ejercicio han de ser claros e inequívocos, objetivos 
y hechos públicos con antelación (así, art. 9.2 Ley Paraguas). Son mandatos 
y límites al legislador que hacen realidad el principio de seguridad jurídica y 
ponen en práctica el también principio constitucional de interdicción de la arbi-
trariedad de los poderes públicos. En realidad, todos estos requisitos derivan 
del carácter reglado de las autorizaciones y la necesidad de establecer también 
requisitos reglados para el control a posteriori de la declaración responsable 
y la comunicación. En el ámbito de la actividad económica (acceso y ejerci-
cio) y de servicios, la regla es que la actividad de limitación es reglada, no 
discrecional. No hay margen de apreciación subjetiva por la Administración, 
como dijimos.

 (21) Respecto a los registros de las Comunidades Autónomas, ya la STC 284/1993, 
de 30 de septiembre, estimó que no podía establecerse la obligatoriedad de la inscripción 
en un registro para el ejercicio de la actividad comercial.

 (22) Véase STS de 17 de marzo de 1992, Ar. 3280, Ponente: Juan García Ramos 
Iturralde); STS De 4 de julio de 1994 (Ar. 6046, Ponente: Antonio Nabal Recio).

 (23) El art. 10 de la Ley referida 17/2009, establece una serie de requisitos también 
prohibidos por resultar discriminatorios. 
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7) Deben respetarse los principios de simplificación de cargas y transparen-
cia. La intervención de las distintas autoridades competentes ha de garantizar 
que no se genera un exceso de regulación o duplicidades y que la concurrencia 
de varias autoridades en un mismo procedimiento no implica mayores cargas 
administrativas para el operador que las que se generarían con la intervención 
de una única autoridad (art. 7 LGUM; art. 17 Ley 17/2009) (24).

Asimismo, todas las autoridades competentes actuarán con transparencia 
en la aplicación de las leyes de intervención económica, detectando de manera 
temprana los obstáculos a la unidad de mercado. También han de garantizar 
que en la normativa general que regula una actividad económica o incide en 
ella, los supuestos de acceso al ejercicio de la actividad, su documentación, 
sus actos de aplicación o los estándares de calidad que imponga la diferente 
normativa son fácilmente accesibles, incluida la normativa de transparencia 
(así, Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la infor-
mación pública y buen gobierno; y Ley 19/2014, de 29 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno de Cataluña).

8) Libre iniciativa económica en todo el territorio. La libre circulación en 
materia económica y la eficacia general de las actuaciones administrativas 
en todo el territorio.

Desde el momento que un operador económico esté establecido en un 
lugar del Estado, podrá ejercer su actividad económica en todo el territorio, 
mediante establecimiento físico o sin él, siempre que cumpla los requisitos de 
acceso a la actividad del lugar de origen, incluso cuando la actividad econó-
mica no esté sometida a requisitos en dicho lugar (art. 19.1 LGUM). Autoridad 
de origen es aquella que tiene competencia en el lugar que el operador accede 
a la actividad económica, sea el Parlamento o la propia Administración (25).

Asimismo, cuando conforme a la normativa del lugar de destino (entendido 
éste como el lugar donde se lleva a cabo una actividad económica de un ope-
rador legalmente establecido en otro lugar del territorio) se exijan requisitos, 
cualificaciones, controles previos o garantías a los operadores económicos o 
a los bienes, distintos de los exigidos u obtenidos al amparo de la normativa 
del lugar de origen, la autoridad de destino asumirá la plena validez de estos 
últimos, aunque difieran en su alcance o cuantía. Asimismo, el libre ejercicio 

 (24) Progresivamente, se van incorporando a nuestro ordenamiento procedimientos 
telemáticos e informáticos que han de facilitar las gestiones con la Administración. Tal es el 
caso en el urbanismo y la construcción de la herramienta BIM (Building Information Modeling), 
que permite la generación y gestión de datos de un edificio desde su proyecto hasta su ciclo 
de vida. Es un sistema cuya implantación aligeraría los trámites de obtención de licencias. 

 (25) Las críticas al sistema introducido en la LGUM se recogen en rebollo Puig (2015: 
pp. 118 y ss.), Fernández Farreres (2014: pp. 136 y ss.). 
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operará incluso cuando en la normativa del lugar de origen no se exija requi-
sito, control, cualificación o garantía alguno (art. 19.3 LGUM).

En esa línea, los títulos habilitantes (autorización, comunicación o declara-
ción responsable; inscripciones en registros y otros requisitos que normativamente 
se establezcan para el acceso a una actividad económica o su ejercicio), tendrá 
eficacia en todo el territorio del Estado (art. 20 LGUM), sin necesidad que el 
operador económico realice ningún trámite adicional o cumpla nuevos requisitos.

Es la incorporación al ordenamiento interno del principio europeo del 
reconocimiento mutuo y del país de origen, que tiene dos excepciones: a) No 
se aplica en caso de autorizaciones, declaraciones responsables y comuni-
caciones «vinculadas a una concreta instalación o infraestructura física». No 
obstante, como veremos, cuando el operador está legalmente establecido en otro 
lugar del territorio, las autorizaciones o declaraciones responsables no podrán 
contemplar requisitos que no estén ligados específicamente a la instalación o 
infraestructura; b) No se aplica en relación a actos administrativos (licencias) 
relacionados con la ocupación del dominio público (26), o cuando el número 
de operadores económicos del lugar del territorio sea limitado en función de la 
existencia de servicios públicos sometidos a tarifas reguladas (art. 20.4 LGUM).

Por último, la supervisión y control de las Administraciones Públicas 
respecto de las comunicaciones previas y las declaraciones responsables se 
prevé de la siguiente manera: La autoridad de origen es la competente para 
la supervisión y el control de los operadores respecto de los requisitos de 
acceso a la actividad económica, mientras que, en la literalidad de la ley, la 
autoridad de destino lo es para las supervisiones y el control del ejercicio de 
dicha actividad, incluso para la supervisión de los productos que se utilizan en 
el conjunto de la actividad del lugar de fabricación. En caso que esta última 
detecte un incumplimiento de los requisitos de acceso, se ha de comunicar a 
la actividad de origen, para que adopte las medidas oportunas, incluso las 
sancionadoras (art. 21.2 y 3 LGUM).

En realidad, el sistema diseñado impone que la única autoridad que tiene 
el poder de control es la autoridad de origen. La de destino, no puede añadir 
ningún control ni «trámite adicional» (art. 20.2 LGUM), con las excepciones 
ya vistas. Estas reglas imponen el cumplimiento de la legislación y requisitos 
del territorio de la autoridad de origen, no pudiendo exigir otros requisitos ni 
invocar razones imperiosas de interés general o exigencias imperativas. Y si 
es el lugar de destino (de la actividad o el servicio), se comete una ilegalidad, 
deberá comunicarse a la autoridad de origen. Este es el sistema —discutible— 
diseñado: cuando el operador esté instalado en una Comunidad Autónoma 
pero venda productos u oferte servicios en otras, es decir, cuando no coincidan 

 (26) aguirre, J.M., El régimen jurídico del litoral catalán, Ed. Atelier, Barcelona, 2015. 
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Comunidad de origen y Comunidad o territorio de destino, se atribuye a la 
comunidad de origen el control de acceso a la actividad económica de acceso 
y ejercicio a la autoridad de origen (art. 21 LGUM).

Toda esta arquitectura llama directamente (yendo incluso más allá) a la 
aplicación en nuestro ordenamiento de las reglas generales de libertad econó-
mica que incorpora el Derecho Europeo, sustentado en el reconocimiento del 
mercado único y de la libre circulación económica, de mercancías y servicios 
en toda la Unión Europea. Así, es de aplicación el principio de reconocimiento 
mutuo, la supresión de barreras técnicas, la prohibición de restricciones cualita-
tivas o cuantitativas en materia de libertad económica o de medidas de efecto 
equivalente a las anteriores y el principio general de libertad que también ha 
de presidir nuestro ordenamiento, sólo excepcionados por razones imperiosas 
de interés general o, en el ámbito de la libre circulación de mercancías, las 
exigencias imperativas (art. 5.1 LGUM) (27).

9) La concesión o denegación de una licencia o autorización ha de 
seguir el procedimiento legalmente establecido y ser realizada por el órgano 
competente, debiendo motivar su decisión.

Para la comunicación y la declaración responsable, no existe procedi-
miento administrativo previo, entendido como conjunto de trámites y actuaciones 
que sigue la Administración para dictar un acto administrativo. Los controles 
son a posteriori, debiendo respetarse el trámite de audiencia ante cualquier 
decisión que afecte al interesado, tal como se infiere del art. 69.4 LPACAP, en 
relación con el art. 82 de la propia ley y la jurisprudencia dictada al amparo 
de la Ley de procedimiento administrativo y sus reglas esenciales. Ciertamente, 
falta una regulación general del procedimiento administrativo de subsanación 
de defectos u omisión de requisitos legales, estableciendo claramente cuando 
se puede, o no, suspender la actividad y cuáles son los plazos máximos para 

 (27) Todo ello implica, en el ámbito europeo, para las mercancías y productos la 
prohibición de los derechos de aduana y las exacciones de efecto equivalente entre Estados 
miembros, la prohibición de toda restricción cuantitativa y medida de efecto equivalente, así 
como la adecuación de los monopolios nacionales. En esta línea, destaca la eliminación de 
barreras técnicas y el principio de reconocimiento mutuo elaborado desde la Sentencia Cassis 
de Dijon de 20 de febrero de 1979. Sólo son admitidos como obstáculo a la libre circulación 
las normas diferentes que derivan de exigencias imperativas, es decir, que persiguen objetivos 
legítimos y dignos de protección, según la ocasión. Estos son los basados en la protección de 
los consumidores y lealtad en las transacciones comerciales, la protección de la salud pública 
y, además, la eficacia de controles fiscales y la lealtad en las transacciones comerciales, 
la normalización, los objetivos legítimos de política económica y social, la lucha contra la 
inflación, la tutela del medioambiente, el sometimiento a la hacienda pública, entre otros. 
Respecto a las razones imperiosas de interés general que justificarían la excepción a la libre 
circulación de servicios, existe también abundante jurisprudencia, evolutiva, que interpreta las 
causas recogidas en los Tratados. 
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adoptar esa decisión, cuál es el plazo de subsanación de los defectos, en 
qué casos pueden adoptarse medidas cautelares o, incluso, propuestas de 
resolución, es decir, juridificando las decisiones ex post de la Administración, 
en la línea que han recogido los arts. 7 y 8 de la Ley catalana 16/2015 y 
que no permite, sin más trámites, la clausura de la actividad.

10) Se instauran nuevos mecanismos de protección administrativa y juris-
diccional, para la valoración de esos principios y la normativa reguladora de 
la actividad de limitación. Para ello, se crea por la LGUM (Cap. III, arts. 10 a 
15 y 26) el Consejo para la Unidad de Mercado, órgano colegiado presidido 
por el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, cuyos fines son los 
de valorar y hacer un seguimiento de la adaptación de la normativa a estas 
reglas, de los mecanismos de cooperación entre Administraciones Públicas o 
dar impulso a los cambios normativos necesarios para eliminar los obstáculos 
a la unidad de mercado, entre otros.

Además, el art. 26 LGUM establece un sistema para que el operador eco-
nómico que entiende que se han vulnerado sus derechos o intereses legítimos 
por alguna disposición general, acto, actuación, inactividad o vía de hecho, 
pueda presentar su reclamación ante la Secretaría del Consejo para la Unidad 
de Mercado, siguiendo el procedimiento previsto en este artículo. Además, 
modificando la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, se legitima 
a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para presentar 
recurso contencioso-administrativo ante cualquier actuación que pueda vulne-
rar la libertad de establecimiento o de circulación. El procedimiento previsto 
en este precepto tiene carácter alternativo. De no acogerse a él, el operador 
económico podrá interponer los recurso administrativos o jurisdiccionales que 
procedan contra la disposición, acto o actuación de que se trate.

También la Disposición adicional quinta LGUM establece la acción pública 
para litigar ante los órganos administrativos, la CNMC y los tribunales el 
cumplimiento de lo establecido en esta ley y en las disposiciones que se dicten 
para su desarrollo y ejecución, para la defensa de la unidad de mercado.

V. EJEMPLOS DE MALA PRAXIS: LAS RÉMORAS DEL PASADO

La Administración desconfía de las técnicas de intervención ex post y, en 
ocasiones, continúa recogiendo en ordenanzas locales requisitos no previstos 
en la Ley (28), dicta reglamentos que no respetan la reserva de ley o pone 
trabajas que no están en la normativa general de transposición de estas figuras.

 (28) En el caso de Cataluña, esta problemática guarda relación con el hecho de 
que el Decreto 179/1995, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Obras, 
Actividades y Servicios de las Entidades Locales, en su redacción original, ya regulaba en los 
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Más allá de los aspectos formales, estas desviaciones normativas a las que 
nos venimos refiriendo pueden apreciarse en: a) La exigencia en la presenta-
ción de la declaración responsable y la comunicación de un gran número de 
documentos, estableciendo controles o requisitos previos a su formalización, 
que desnaturalizan esas figuras; b) El carácter diferido de los efectos de la 
presentación de la declaración responsable y la comunicación previa; c) La 
previsión de suspensión o cese de la actividad por falta de documentación. 
Veamos con mayor detalle alguno de esos supuestos.

1.  La exigencia en la presentación de la declaración responsable 
y la comunicación previa de un gran número de documentos, 
estableciendo controles o requisitos previos a su formalización 
que desnaturalizan esas figuras

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 69 LPACAP, mediante la comuni-
cación, los interesados «ponen en conocimiento» de la Administración Pública 
el cumplimiento de los requisitos para el ejercicio de un derecho o el inicio de 
una actividad. Lo mismo ocurre con la declaración responsable, documento en 
el que el interesado reconoce que «cumple con los requisitos establecidos en 
la normativa vigente. En concreto, el art. 69.3 dice ya expresamente que «las 
declaraciones responsables y las comunicaciones permitirán, el reconocimiento 
o ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de 
su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e 
inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas».

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá 
presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad cuando la 
legislación correspondiente lo prevea expresamente.

arts. 96 y 97 la comunicación previa como técnica de intervención sustitutoria de la licencia, 
preceptos que no han sido modificadas tras la aprobación de la Directiva Servicios, y que 
no resultan acordes, por tanto, a los nuevos tintes que han adquirido estas instituciones. En 
concreto, el art. 97 del Decreto 179/1995 dispone:

«1. Si en el plazo de un mes a contar de la presentación de la comunicación, la admi-
nistración no manifiesta de forma motivada su disconformidad, la actuación comunicada 
quedará legitimada y podrá realizarse, siempre que sea conforme con la normativa aplicable.

2. Durante dicho plazo la administración requerirá, en su caso, al titular de las obras o 
de la actividad a los siguientes efectos:

a) Para que subsane las deficiencias observadas en la documentación presentada, o 
b) Para su adaptación a la normativa aplicable, impidiendo la ejecución de las obras o 

el ejercicio de la actividad hasta que haya obtenido la preceptiva licencia, cuyo otorgamiento 
se sujetará al procedimiento que establecen los artículos 75 y siguientes de este Reglamento.

3. En los supuestos anteriores, la notificación del requerimiento al interesado suspenderá 
el cómputo del plazo señalado en el apartado 1».
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A pesar de lo anterior, no son pocas las normas que imponen a los ciu-
dadanos la necesidad de que, con anterioridad a la formalización de estos 
documentos, los interesados tengan que presentar «documentación previa» (29), 
deban realizar diferentes trámites administrativos de carácter preceptivo (30)  

 (29) A modo de ejemplo, la Ordenanza Municipal de Intervención Administrativa y 
Control de Actividades de Lloret de Mar, en relación a las actividades con incidencia ambiental 
sujetas a comunicación previa, prevé en su artículo 14 la «Documentación previa a la presen-
tación de la comunicación previa ambiental». Este precepto dispone:

«El titular de la actividad tiene que disponer de la documentación que fija el art. 52 
de la LPCAA y la normativa que la desarrolle, con anterioridad a la formalización de la 
comunicación previa.

De manera complementaria, esta Ordenanza establece que como mínimo es necesario 
que se obtenga la siguiente documentación:

1. El informe de compatibilidad urbanística. En las obras o instalaciones nuevas, la 
compatibilidad urbanística vendrá determinada por la licencia urbanística o la comunicación 
previa de obras.

2. Licencia urbanística o comunicación previa correspondiente a las obras realizadas para 
la adecuación del establecimiento donde se quiere desarrollar la actividad que se comunica.

3. Las certificaciones entregadas por una entidad colaboradora de la Administración 
ambiental, cuando sea necesario, para la comprobación de emisiones de la actividad en 
la atmosfera (ruidos, vibraciones, luminosidad y otros), en el agua, o la caracterización de 
determinados residuos.

4. Certificación del acta de comprobación favorable en materia de incendios emitido 
por una entidad colaboradora de la Administración para el supuesto de que la actividad se 
encuentre incluida en los anexos 1 y 2 de la LPSI.

La tramitación del informe en materia de incendios deberá realizarse en el trámite de 
obtención de las obras para el acondicionamiento del local y los Servicios Técnicos emitirán 
los informes que correspondan.

Cuando el establecimiento, la actividad, la infraestructura o el edificio no estén incluidos 
en los anexos 1 y 2 de la LPSI, el titular acompañará a la comunicación previa el certificado 
técnico en materia de incendios emitido por un técnico competente». 

 (30) La Ordenanza de Intervención Municipal Ambiental de Seguridad y de Salud 
Pública de Castellar del Vallès (BOPB de 13 de agosto de 2012) prevé en su art. 109 los 
«Trámites previos a la presentación de la comunicación». Este precepto dispone:

«1. Para que la comunicación previa ambiental pueda producir los efectos que le otorga la 
ley, será necesario que el titular de la actividad con anterioridad, obtenga el informe urbanístico 
cuando sea procedente; las certificaciones ambientales específicas cuando así se establezca 
y el informe y la certificación del acta de comprobación favorable en materia de incendios.

2. Los referidos documentos, cuando se pidan al Ayuntamiento, se pueden solicitar en 
una sola petición, acompañando la documentación pertinente en cada supuesto. Esta, una 
vez recibida por el Ayuntamiento, seguirá los trámites que en cada caso corresponda, de 
conformidad con los artículos siguientes.

3. En el supuesto que la actividad incluya el vertido de aguas residuales a los cauces 
públicos o al mar, estará sometida al régimen respectivo de intervención de vertidos y tendrá 
que obtener la autorización correspondiente.

4. En el supuesto que la actividad se sitúe en un espacio natural protegido, la comunicación 
se acompañará de la declaración de impacto ambiental favorable, o de la respuesta de la 
Administración en el sentido de que no hay necesidad de evaluación de impacto ambiental».



JOAN MANUEL TRAYTER JIMÉNEZ

 Revista Aragonesa de Administración Pública
32 ISSN 2341-2135, núm. 47-48, Zaragoza, 2016, pp. 8-44

o bien obtener por parte de la Administración un informe favorable  
previo (31).

Las anteriores previsiones suponen una alteración del carácter ex post de 
la intervención administrativa en relación a las actividades, servicios y obras 
sujetos a comunicación previa y declaración responsable, además de imponer 
cargas y formalidades que, de acuerdo con la Directiva Servicios y la globa-
lidad de normas de transposición, debían quedar erradicadas.

En ocasiones, estos trámites o actuaciones previas no tienen carácter 
obligatorio, sino que se configuran con carácter voluntario para permitir que 
los ciudadanos obtengan, antes de iniciar la actividad, el «visto bueno» de la 
Administración, a través de la realización de una inspección voluntaria previa, 
también denominada en ocasiones «actuación de comprobación» (32). Esta 
práctica también supone una desviación de lo que debería ser un sistema de 
control a posteriori, haciendo patente la desconfianza de la Administración, 
y de los propios ciudadanos, en relación a la declaración responsable y la 
comunicación.

 (31) La ordenanza municipal de apertura de establecimientos y control de actividades 
de Montcada i Reixac (BOPB 15 de octubre de 2010), en relación a las actividades some-
tidas al régimen de comunicación de actividades inocuas (art. 7), prevé en su apartado 6 
que: «Previamente a formalizar la comunicación, será necesario haber obtenido la preceptiva 
licencia urbanística o bien, en el supuesto que fuera innecesario, un informe previo favorable 
municipal de compatibilidad urbanística (…).»

Contiene una previsión análoga el art.  8 de la Ordenanza del Régimen General de 
Comunicación Previa, las Actividades Inocuas y los Informe Urbanísticos de Compatibilidad 
del Ayuntamiento de Tarradell. 

 (32) Así, por ejemplo, el art. 29 de la Ley 9/2013, de 19 de diciembre, de Empren-
dimiento y Competitividad de Galicia, prevé lo siguiente:

«1. Sin perjuicio de las facultades de control establecidas en el artículo anterior, los/as 
interesados/as pueden solicitar la realización de una inspección de comprobación del local o 
establecimiento, que tendrá por objeto la adecuación del mismo a la normativa de aplicación 
y el cumplimiento de las condiciones legales y técnicas de la actividad.

2. Realizada la solicitud prevista en el apartado anterior, en el plazo que se señale en las 
ordenanzas locales y, en su defecto, en el plazo máximo de tres meses desde la solicitud del 
particular, el ayuntamiento remitirá a quien lo hubiera solicitado el resultado de la actuación 
inspectora. Se señalará expresamente si se cumplen los requisitos para el ejercicio de la activi-
dad y la apertura del establecimiento o, en caso contrario, se señalarán los incumplimientos o 
deficiencias detectados, concediendo un plazo de subsanación. El transcurso del plazo sin que 
se hubiesen corregido las deficiencias dará lugar, previa audiencia de la persona interesada, 
a la adopción de las medidas previstas en el artículo anterior».
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2.  El carácter diferido de los efectos de la presentación de la 
declaración responsable y la comunicación. La inscripción en 
registros

La excepción al carácter inmediato o el carácter diferido de los efectos 
de la presentación de la declaración responsable y la comunicación es, como 
ya hemos avanzado, la desviación normativa que resulta más frecuente.

Teniendo en cuenta las consideraciones anteriores, debe regir en el ámbito 
de la declaración responsable y la comunicación previa el principio de inme-
diatez, que permitiría el reconocimiento o ejercicio del derecho o el inicio de 
la actividad «desde el día de su presentación», tal como prevé con carácter 
general para todos los procedimientos el art.  69.3 LPACAP. Este precepto 
contempla incluso, en su inciso final, que la comunicación pueda presentarse 
dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad cuando la legislación 
correspondiente lo prevé expresamente.

A pesar de lo anterior, lo cierto es que en la regulación de estas figuras 
es extremadamente frecuente que su eficacia quede demorada a un momento 
posterior, lo cual se logra a través de distintas técnicas contrarias al Derecho 
europeo y a las leyes generales que introducen y regulan estas figuras que las 
convierten, en realidad, en una autorización.

En primer lugar, son diversas las normas que prevén un plazo determinado 
para que la Administración analice la comunicación previa o la declaración 
responsable presentada, así como la documentación que las acompañe, para 
así identificar las deficiencias y requerir al interesado para que las subsane.

De ese modo, no son de recibo previsiones normativas que establecen 
plazos para la comprobación que superan, con creces, el tiempo necesario 
para realizar esta tarea (33) o prevén, incluso, una «doble comprobación» (34), 

 (33) A modo de ejemplo, el art. 6.2 de la Ordenanza reguladora de obras sujetas a 
comunicación previa de Sant Pol de Mar, prevé que: «Si en el plazo de un mes a contar desde 
la presentación de la comunicación, la Administración no manifiesta de manera motivada la 
disconformidad, la actuación comunicada quedará legitimada y podrá realizarse siempre que 
se ajuste a lo que se ha solicitado y sea conforme con la normativa aplicable».

En idéntico sentido: art.  87 Ordenanza Municipal de Vic reguladora del régimen de 
intervención integral de la Administración municipal en las actividades e instalaciones. 

 (34) En este sentido, hay normas que prevén que, detectada una deficiencia por parte de 
la Administración en el plazo previsto para la comprobación, una vez el particular la subsane, 
se reabre un nuevo plazo para que la Administración vuelva a comprobar la comunicación 
previa o declaración responsable presentada. Así, el art. 21.4 de la Ordenanza Municipal de 
Vic Reguladora de la Intervención Integral de la Administración Municipal en las actividades 
e instalaciones, dispone que: «Recibida la comunicación previa al ejercicio de la actividad, 
los servicios técnicos municipales podrán requerir al interesado, dentro del plazo de un mes, 
para que subsane las deficiencias observadas en la documentación. En este caso, queda en 
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suspendiendo, mientras se lleven a cabo estas actuaciones, la eficacia de la 
comunicación o la declaración responsable.

Una segunda forma de desvirtuar el carácter inmediato de la comuni-
cación o la declaración responsable presentada ante la Administración es 
someter su eficacia a la preceptiva inscripción en un Registro, al que además 
se le da carácter constitutivo (35), cuestión vedada por el art. 17 LGUM, que 
equipara esa exigencia a una autorización. En la misma línea, tampoco cabe 
demorar la inscripción hasta que la Administración haya efectuado el control o 
inspección de la actividad (36). Todo este tipo de regulaciones son contrarias 
a las reglas explicadas, que provienen del Derecho europeo en buena parte. 
Constituyen, por tanto, regulaciones contrarias al libre establecimiento y pres-
tación económica y medidas de efecto equivalente a una restricción cualitativa 
sin base legal alguna.

3.  La previsión de suspensión o cese de la actividad por falta de 
documentación

El tercero de los pilares en los que se sustentan la comunicación y la 
declaración responsable que ha sido objeto de desviación por las normas 
sectoriales que regulan estas figuras es el relativo al control a posteriori que 

suspenso el derecho al ejercicio de la actividad hasta que, producida la rectificación, haya 
transcurrido el plazo de otro mes sin requerimiento motivado de la Administración municipal».

Contiene una previsión idéntica el art. 16.2 de la Ordenanza Reguladora de las Activi-
dades Clasificadas i Apertura de Establecimientos de Castellolí.

 (35) Esta no es, no obstante, la postura adoptada por la mayoría de normas en este 
ámbito, que sientan el carácter constitutivo de la inscripción registral. A modo de ejemplo, el 
Decreto 40/2014, de 25 de marzo, de explotaciones ganaderas de Catalunya regula en su 
art. 23 el Registro de actividades ganaderas. Al respecto, previéndose en el art. 20, dedicado al 
procedimiento de comunicación previa de inicio de la actividad, que la comunicación comporta 
la inscripción en el Registro, el art. 23.2 establece que no podrá iniciarse la actividad hasta 
que no se realice la inscripción registral (así como tampoco expedir documentos relacionados 
con la explotación ni solicitar ayudas). 

 (36) Así lo hacen, no obstante, diversas normas. En este sentido, la Ley 12/2009, de 
23 de diciembre, de Medidas de la Comunidad Valenciana 2010, establece en su art. 56.4 
respecto a la inscripción en el Registro General de Empresas, Establecimientos y Profesiones 
Turísticas de la Comunitat Valenciana, se puede realizar una inspección de carácter previo.

Por su parte, el art.  22 de la Ordenanza de Intervención Municipal Ambiental, de 
Seguridad y Salud Pública de la ciudad de Sant Andreu de la Barca prevé la existencia de 
un Registro en el que son objeto de inscripción todas las actividades objeto de cualquiera 
de los regímenes de intervención que prevé la Ordenanza, estableciendo en este punto que 
«Las inscripciones en el Registro municipal de actividades han de formalizarse de oficio en 
el momento de resolver sobre la solicitud de la licencia, de pronunciarse sobre la recepción, 
la comprobación o el control de la comunicación previa y la declaración responsable (…)». 
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debe ejercer la Administración sobre las actividades sometidas a este régimen 
de intervención.

Por aplicación del principio de proporcionalidad, la Ley 17/2009 esta-
blece que sólo determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la 
actividad la comprobación por parte de la Administración del incumplimiento de 
los requisitos señalados en la legislación vigente cuando provoquen riesgos a la 
salud de las personas, los bienes o el medioambiente o cuando se compruebe 
la inexactitud o falsedad de carácter esencial en los datos, manifestaciones 
o documentos presentados por el particular, criterio que, entre otras normas, 
ha incorporado el art. 69 LPACAP y la Ley catalana 26/2010, norma que 
impone, para mayores garantías, la preceptiva audiencia al interesado antes 
de suspender la actividad (37).

A pesar de lo anterior, existen diversas normas sectoriales, especialmente 
ordenanzas municipales, que castigan con la suspensión de la actividad cual-
quier irregularidad en la declaración responsable o la comunicación previa, 
con independencia de su carácter esencial, y sin prever ningún tipo de medida 
que garantice la audiencia de los ciudadanos afectados (38), siendo así un 
régimen mucho más restrictivo que aquél aplicable a las actividades sujetas a 
licencia o autorización.

Todas estas situaciones, si están previstas en normas reglamentarias, pug-
nan, además, con los principios de jerarquía normativa y reserva de ley y, por 
tanto, resultan contrarias al ordenamiento jurídico. Si están recogidas en una 
Ley, irían contra el espíritu y finalidad del Derecho europeo, de la Directiva 
servicios y sus normas generales de transposición.

 (37) El tenor literal del art. 38.1 Ley 26/2010 es el siguiente: «La inexactitud, falsedad 
u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato o documento que acompaña o consta en 
una declaración responsable o en una comunicación previa comportan, previa audiencia de 
la persona interesada, dejar sin efecto el correspondiente trámite e impiden el ejercicio del 
derecho o de la actividad afectada desde el momento en que se conocen».

 (38) En este sentido, el art. 27 de la Ordenanza Municipal de Intervención Adminis-
trativa y Control de Actividades de Lloret de Mar prevé que, comprobada la documentación 
presentada por la Oficina de Información y Atención Ciudadana, los Servicios Técnicos del 
Ayuntamiento comprobarán y emitirán un informe sobre su contenido, que en el caso de ser 
desfavorable por falta de documentación puede comportar la suspensión de la actividad, sin 
discernir entre documentos esenciales, o no esenciales.

Contiene una previsión idéntica el art. 8 de la Ordenanza del Ayuntamiento de Arbúcies 
núm. 35, Reguladora del Régimen de comunicación previa de las actividades inocuas. 
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VI.  ¿PUEDE APLICARSE EL INSTITUTO DE LA RESPONSABILIDAD DE 
LA ADMINISTRACIÓN POR DAÑOS?

1. La problemática que se plantea

Las figuras estudiadas sugieren un cambio de mentalidad de la Adminis-
tración en su actuación. Una vez presentada por el particular la comunicación 
o la declaración responsable (e incluso antes), el interesado puede realizar la 
actividad, la profesión u obra pretendida. A partir de entonces, la Adminis-
tración debería en algún momento (luego veremos cuál es el plazo máximo) 
poner en marcha sus potestades de verificación, control e inspección para saber 
si los datos proporcionados son correctos, si la actividad u obra objeto de 
comunicación o declaración responsable se ajusta al documento (39). También 
puede poner en marcha la potestad sancionadora de la Administración si así 
está previsto en la normativa aplicable.

Obviamente, a nuestro juicio y como seguidamente demostraremos, si la 
Administración no ejerce sus potestades de inspección y control en un plazo 
determinado, y se produce un daño en los intereses públicos o de terceros, 
podría ponerse en marcha la responsabilidad de la Administración.

Por tanto, a diferencia de las reglas sobre responsabilidad patrimonial 
desarrolladas al cobijo de las licencias o autorizaciones, en el caso de la comu-
nicación o declaración responsable, la regla general es que la responsabilidad 
es del propio interesado que presenta el documento dado que, como hemos 
visto, la legislación configura esas técnicas como actuaciones del particular, 
sin perjuicio que las hayamos incardinado entre los títulos habilitantes.

Por ello, la intención del legislador es, en este ámbito, evitar a priori la 
puesta en marcha de la responsabilidad administrativa. El artículo 69.4 LPACAP 
dice que la inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier 
dato o información que se incorpore a una declaración responsable o a una 
comunicación, o la no presentación ante la Administración competente de la 
declaración responsable, la documentación que sea en su caso requerida para 
acreditar el cumplimiento de lo declarado, o la comunicación, determinará la 
imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada 
desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio 
de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.

A pesar de esas afirmaciones, y de que la regla general es que, como 
hemos dicho, el responsable de los daños es el particular, la Administración 
Pública no queda exonerada totalmente de su posible responsabilidad por 
daños, no sólo porque el precepto habla del «carácter esencial» de las irre-

 (39) También obviamente, aunque lo tratamos al margen, si lo realizado al amparo de 
la comunicación se adecúa a la comunicación previa presentada. 
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gularidades documentales, sino porque la falta de diligencia en su actuación 
puede provocar daños al interés público o a terceros que no tengan la obli-
gación de soportar (40), resultado de las reglas generales contenidas en los 
arts. 106 CE, 32 a 37 Ley 40/2015, de 2 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público (LRJSP), con las especialidades que para el procedimiento 
regula el art. 92 LPACAP.

En ámbito concretos como el urbanismo, al referirse a licencias u otros 
títulos habilitantes, el art. 48.d) TRLSRU se refiere al derecho de indemnización 
que puede surgir como consecuencia de la anulación de los títulos administra-
tivos habilitantes de obras y actividades, así como la demora injustificada en 
su otorgamiento y su denegación improcedente.

Se trata de una regulación que deja patente que la responsabilidad admi-
nistrativa puede producirse por una incorrecta anulación de la comunicación 
previa o declaración responsable, la incorrecta paralización u orden de cese o 
clausura de las obras o actividades que se están llevando a cabo a su amparo.

A pesar de lo anterior, quedará al margen la responsabilidad de la Admi-
nistración cuando en la incorrecta anulación de la comunicación o declaración 
responsable (u otro título habilitante) exista dolo, culpa o negligencia graves 
imputables al perjudicado (art. 48.d) in fine TRLSRU).

Por otro lado, la responsabilidad de la Administración puede surgir como 
consecuencia de una falta (o retraso) en el ejercicio de las potestades de 
inspección y control que deben ejercer las autoridades y funcionarios de la 
Administración, evitando situaciones ilegales. En este sentido, para aquellas 
actuaciones sujetas a declaración responsable o comunicación previa, la misma 
norma citada en el art. 11.5 TRLSRU dispone:

«Cuando la legislación de ordenación territorial y urbanística aplicable 
sujete la primera ocupación o utilización de las edificaciones a un régimen de 
comunicación previa o de declaración responsable, y de dichos procedimientos 
no resulte que la edificación cumple los requisitos necesarios para el destino 
al uso previsto, la Administración a la que se realice la comunicación deberá 

 (40) Así se pronuncia, por ejemplo, en el ámbito urbanístico, el Decreto Legislativo 
1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo 
de Castilla-La Mancha, cuyo artículo 185.1 dispone: «En las obras o usos del suelo que se 
ejecuten sin licencia o con inobservancia de sus condiciones o, en su caso, sin comunicación 
previa o autorización preceptiva, será responsable el promotor, el empresario de las obras y, 
en su caso, el técnico director de las mismas. También serán responsables en esos casos las 
autoridades o funcionarios que hayan infringido las normas en vigor en el ejercicio de sus 
respectivas competencias en materia de policía territorial».

En la misma línea, se pronuncia el art. 200.1 de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, 
del Suelo y Ordenación Territorial en Extremadura.

Véase: lleal grau (2014: pp. 320 y ss.) 
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adoptar las medidas necesarias para el cese de la ocupación o utilización 
comunicada. Si no adopta dichas medidas en el plazo de seis meses, será 
responsable de los perjuicios que puedan ocasionarse a terceros de buena 
fe por la omisión de tales medidas. La Administración podrá repercutir en el 
sujeto obligado a la presentación de la comunicación previa o declaración 
responsable el importe de tales perjuicios» (41).

Veamos pues cuáles son las situaciones en que, cómo excepción a la regla 
general, la Administración deberá indemnizar.

2.  Los supuestos indemnizatorios. La inactividad administrativa. 
Los planes de inspección

A las tradicionales reglas indemnizatorias respecto a las licencias o auto-
rizaciones, se han añadido otros supuestos relativos a la comunicación o 
declaración responsable. El sistema de puesta en marcha del instrumento de 
la responsabilidad patrimonial es distinto pues mientras en la licencia existe 
un acto administrativo, en la comunicación o declaración responsable, son 
documentos de los particulares, en donde la actuación administrativa se rea-
lizará a posteriori. Las circunstancias en que se podría poner en marcha la 
responsabilidad de la Administración son las siguientes:

a) En un primer supuesto, la Administración actúa en plazo en el ejercicio 
de sus funciones de inspección y control y comprueba que el particular ha 
actuado correctamente, que su posición respecto al ordenamiento jurídico es 
correcta y ajustada a derecho, por lo que la posible responsabilidad por daños 
derivada de la actividad del particular se regirá por las reglas aplicables a la 
actividad que realice, derivadas, con carácter general, del sistema de respon-
sabilidad contractual y extracontractual que prevé el Código civil (arts. 1101 
y 1902, respectivamente). Esta regla tendría su excepción derivada de una 
incorrecta actuación inspectora (se dijo que la actividad era conforme a derecho 
y no era cierto) o incluso cuando la normativa dictada por la Administración, 
aunque fuese respetada por el particular, generase daños al interés público o 
a terceros que no tuviesen el deber de soportarlos (42).

 (41) Para dotar de una mayor seguridad jurídica en este ámbito, el citado precepto 
continúa diciendo: «Tanto la práctica de la comunicación previa a la Administración compe-
tente, como las medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que aquella pudiera 
adoptar en relación con el acto comunicado, deberán hacerse constar en el Registro de la 
Propiedad, en los términos establecidos por la legislación hipotecaria y por esta Ley».

 (42) Así, por ejemplo, reglamentos que son excesivamente permisivos y cuyo resultado, 
a pesar de que el particular se adecúe a ellos mediante los títulos habilitantes, es un daño al 
medioambiente o a terceros que no tienen obligación de soportar. 
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b) En un segundo supuesto, la Administración ejercita sus potestades 
de control o inspección correctamente, en el plazo dado, y comprueba la 
vulneración en grado de nulidad o anulabilidad (arts. 47 y 48 LPACAP) del 
ordenamiento vigente, lo que la lleva a suspender la actividad, paralizar o 
suspender la obra o la actividad profesional, invalidando el título habilitante, 
a menos que se pueda subsanar.

En este caso, el responsable de los daños causados por la actividad 
sería, en principio, el titular, aunque hay determinados en que se prevé una 
concurrencia de culpas con otros sujetos, como por ejemplo, el promotor de 
la actividad; el redactor del proyecto de actividad; la persona física o jurídica 
instaladora o mantenedora de la instalación técnica; o, incluso, el personal 
funcionario que haya llevado a cabo la inspección, posibilidad esta última 
que debe interpretarse restrictivamente (43).

 (43) Al respecto, la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instala-
ción, acceso y ejercicio de actividades en las Illes Balears, contiene en su art. 98 la siguiente 
previsión:

«1. Son responsables de las infracciones administrativas en materia de actividades clasifi-
cadas y espectáculos públicos las personas físicas y jurídicas públicas o privadas que incurran 
en las acciones u omisiones tipificadas en la presente ley, y específicamente:

a) El titular es responsable de que la actividad se utilice y mantenga conforme a la 
normativa de aplicación y las condiciones impuestas en la autorización o la documentación 
técnica, así como de la realización de revisiones, inspecciones y controles obligatorios y, si 
procede, de la contratación de su mantenimiento a empresas autorizadas.

b) El titular de la actividad y el explotador son responsables solidarios sobre lo indicado 
en el apartado anterior cuando no tengan vinculación alguna entre ellos.

c) El técnico redactor del proyecto de actividad, del proyecto integrado o de la documen-
tación técnica es responsable de que se adapten a la normativa en materia de actividades.

d) La persona física o jurídica instaladora y/o mantenedora es responsable de que la 
instalación técnica y su mantenimiento se han ejecutado conforme a la normativa vigente, el 
proyecto de actividad, el proyecto integrado o la documentación técnica, si procede, y de los 
compromisos adquiridos en las comunicaciones, declaraciones responsables o autorizaciones.

e) El técnico director es responsable de la veracidad del contenido de los certificados 
que emite y de que todo lo ejecutado se ajusta a la normativa en materia de actividades, 
al proyecto de actividad, proyecto integrado o documentación técnica y, si procede, a las 
condiciones impuestas en el procedimiento. Si el técnico director pertenece a una empresa, 
ésta será responsable de forma subsidiaria.

f) El técnico o la técnica de obras y el de actividades serán responsables respectivamente 
de que la obra ejecutada y la actividad sean compatibles entre sí. En materia de riesgos 
laborales se estará a la normativa específica.

g) Los usuarios, los artistas, los espectadores o el público asistente son responsables en 
los casos que incumplan las obligaciones prescritas en la presente ley.

h) El personal de admisión y control de ambiente interno de las actividades de espectácu-
los públicos y recreativas es responsable respecto a las funciones atribuidas por la normativa 
vigente.

i) Las personas adultas que acompañan a los menores, solidariamente con el titular de la 
actividad, sobre los incumplimientos de las obligaciones del artículo 24 de esta ley.
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c) Un tercer supuesto es el que deriva de una decisión ilegal de la Adminis-
tración de cese o clausura de la actividad, o del cese del ejercicio profesional, 
y así es declarado por una resolución judicial posterior. Los daños y perjuicios 
causados por la decisión administrativa ilegal deben ser indemnizados (44).

2. El titular y los promotores de las actividades de espectáculos públicos y recreativas 
son responsables solidarios de las infracciones administrativas reguladas en la presente ley 
cometidas por quienes intervengan en ellas y por quienes estén bajo su dependencia, cuando 
incumplan el deber de prevenir la infracción.

3. El titular y los promotores de las actividades de espectáculos públicos y recreativas 
son responsables solidarios cuando, por acción u omisión, permitan o toleren la comisión de 
infracciones por parte del público o de los usuarios.

4. El titular es responsable administrativamente de las infracciones cometidas por los 
trabajadores o por terceras personas que, sin vinculación laboral con el mismo, realicen 
prestaciones incluidas en los servicios contratados por éste.

5. Cuando existan diversas personas responsables a título individual y no sea posible 
determinar el grado de participación de cada una de ellas en la realización de la infracción, 
responderán todas ellas de forma solidaria.

6. La responsabilidad del personal funcionario y del personal al servicio de las adminis-
traciones públicas, si procede, será exigible conforme a las normas que regulan su régimen 
disciplinario, sin perjuicio de la responsabilidad penal o civil en que pudiera haberse incurrido. 
Sin embargo, la responsabilidad del inspector queda limitada al alcance de la inspección 
que se determine previamente en el plan de inspección, la campaña o el hecho denunciado».

 (44) Se requiere que, con la denegación (ilegal) o la concesión (ilegal), se produzca 
un daño efectivo, evaluable económicamente, individualizable y que exista un nexo causal 
entre esa actuación administrativa y el daño producido. Además, el TS, hasta hace pocas 
fechas, exigía que la ilegalidad administrativa fuera notoria, y que existiera una flagrante 
desatención normativa.

En este sentido, el TS ha ido elaborando una (discutible) doctrina (así, STS se 10 de junio 
de 1986, Ar. 6761, Ponente: Saturnino Gutiérrez de Juana), según la cual la denegación 
improcedente de la licencia de obras o actividad requiere, para que exista indemnización, que 
la ilegalidad administrativa sea notoria. Así, no toda anulación de una licencia que conlleve 
un daño al particular puede ser susceptible de determinar la responsabilidad patrimonial. Se 
requiere, además, que esa ilegalidad sea flagrante, clara, inequívoca, notoria. Se le permite 
a la Administración un margen de apreciación «razonada y razonable», por lo que no toda 
denegación o concesión de licencia ilegal es susceptible de indemnización.

Esa jurisprudencia esconde un debate abierto en nuestro Derecho administrativo, y que 
no vamos a abordar ahora por razones obvias, y es el de la responsabilidad por culpa u 
objetiva de la Administración. Según la misma, se requiere, además, de que el daño sea 
efectivo, evaluable económicamente, indemnizable, que la Administración haya actuado con 
flagrante ilegalidad, con una evidente desatención normativa. Existe, entonces, un margen de 
tolerancia en la actuación administrativa que provoca que sólo los casos evidentes y palmarios 
en que se concede o deniega una licencia de manera claramente ilegal son indemnizables. 
Asimismo, si su concesión se retrasa de modo injustificado o injustificable.

Sin embargo, para nosotros, nada de eso se recoge en los textos legales. Esa es una 
elaboración que se aparta de la responsabilidad objetiva de la Administración que recoge la 
Ley y, por tanto, se aparta de la Ley.

La regulación legal es clara, e incluir elementos que no están en la misma está muy bien 
como elucubración doctrinal, como desiderátum de futuro, pero no para aplicarlo en la actuali-
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c) En un cuarto supuesto, la Administración no realiza las actuaciones ins-
pectoras o de control, y, como consecuencia de ello, un tercero (o los intereses 
públicos en según que ámbitos) se ve afectado. Lo mismo ocurrirá cuando las 
potestades de inspección se realicen de forma tardía y se comprueba la ilega-
lidad de la comunicación o declaración responsable, y se anulan. El art. 69.3 
LPACAP obliga a realizar las funciones de control e inspección a posteriori. 
Incluso alguna norma objetiviza ya esa actuación mediante los plantes de 
inspección (así, Ley catalana 16/2015).

En este caso (que puede que se dé porque la comunicación es en sí 
misma ilegal, contiene datos erróneos o no se adecúa al ordenamiento, pero 
también porque la inadecuación de la actividad realizada a la propia comu-
nicación) podría suceder que, tanto los terceros como los intereses públicos 
fueran perjudicados.

No olvidamos que las actuales normas están habilitando, cada vez más, a 
terceros interesados, pero también a cualquier persona para que denuncie actua-
ciones contrarias al derecho de la competencia, o recurrir actuaciones de la Admi-
nistración contrarias a la Directiva Servicios o su normativa de desarrollo (45).

En este cuarto supuesto, nos encontramos ante un funcionamiento anor-
mal del servicio público de inspección administrativa que puede comportar la 
indemnización por daños. Incluso, en algunos casos, puede haber concurrencia 
de culpas (46).

La jurisprudencia, como es sabido, ha reconocido también que la demora 
en el ejercicio de la actuación administrativa puede ser causa de responsa-
bilidad. Y, en estos casos, como decimos, deberá establecerse con carácter 
general que la Administración, en un plazo de seis meses (art. 115 TRLSRU) 

dad, con el ordenamiento jurídico que tenemos. El Tribunal Supremo, en reciente jurisprudencia 
reconocía que tales tesis (la de flagrante desatención normativa para exigir responsabilidad 
patrimonial) «pugna con la declaración constitucional del artículo 106 que reconoce a los 
ciudadanos, en los términos establecidos en la Ley, el derecho a ser indemnizados por toda 
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes o derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, 
siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos» (STS de 
27 de diciembre, de 2005, Ar. 4276, Ponente: Rafael Fernández Valverde). 

 (45) Así, por ejemplo, los arts. 26, 27 y 28 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, 
de garantía de la unidad de mercado, establecen un sistema para impugnar las previsiones 
administrativas que signifiquen un obstáculo o barrera a los operadores y perjudiquen los 
intereses de consumidores y usuarios. Para ello, se establece un sistema de acción popular 
ante la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia previo al recurso contencio-
so-administrativo. Al respecto, únicamente podemos señalar que el concepto de tercero puede 
ser muy amplio, pudiendo abarcar en su seno a un vecino, a otro operador económico o, 
incluso, a los consumidores y usuarios. 

 (46) lleal grau (2014: pp. 339-340).
En análogo sentido, FonT lloveT y Peñalver cabré (2011: pp. 18 y ss.). 
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debería inspeccionar o controlar la actividad de los particulares realizada al 
amparo de una comunicación o declaración responsable. A partir de ahí, si 
se produce un daño, empezaría a aplicarse la responsabilidad administrativa.
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